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Oaxaca de Juárez, Oaxaca, octubre diecinueve del año dos mil veintitrés. - - -  

Visto el expediente del recurso de revisión identificado con el rubro 

R.R.A.I.0591/2023/SICOM, en materia de acceso a la información pública, 

interpuesto por quien se denomina ****** ****** *******, en lo sucesivo la parte 

recurrente, por inconformidad con la respuesta a su solicitud de información por 

parte de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje, en lo sucesivo el sujeto obligado, 

se procede a dictar la presente resolución, tomando en consideración los siguientes:  

 
 

R e s u l t a n d o s: 

 
 

Primero. Solicitud de Información. 

Con fecha dos de mayo del año dos mil veintitrés, la parte Recurrente solicitó 

información a través del sistema electrónico Plataforma Nacional de Transparencia, 

la cual quedó registrada con el folio 201188823000014 y, en la que requirió lo 

siguiente: 

 
“Solicito copia digital, completa, íntegra, en versión pública del laudo de 20 de marzo 

de 2015, dictado en el expediente 566/2014 (4) de la junta especial cuatro.” (Sic) 

 

 

Segundo. Respuesta a la Solicitud de Información.  

Con fecha diecisiete de mayo del año dos mil veintitrés, el sujeto obligado dio 

respuesta a la solicitud de información a través del sistema electrónico Plataforma 

Nacional de Transparencia mediante oficio número 054/2023,suscrito por la Lic. 

Ana Cecilia Chávez Pérez, Responsable de la Unidad de Transparencia en los 

siguientes términos: 

 

Recurso de Revisión: R.R.A.I. 

0591/2023/SICOM. 

Recurrente: ******* ******* ******** 

Sujeto Obligado: Junta Local de 

Conciliación y Arbitraje.  

Comisionado Ponente: Mtro. José 

Luis Echeverría Morales. 

Nombre del 

Recurrente, 

artículo 116 de la 

LGTAIP. 

 

Nombre del 

Recurrente, 

artículo 116 de la 

LGTAIP. 
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Tercero. Interposición del Recurso de Revisión. 

Con fecha veintinueve de mayo del año en curso, la parte recurrente interpuso 

recurso de revisión a través del sistema electrónico Plataforma Nacional de 

Transparencia, mismo que fue recibido por la Oficialía de Partes de este Órgano 

Garante de Acceso a la Información Pública, Transparencia, Protección de Datos 

Personales y Buen Gobierno del Estado de Oaxaca, en esa misma fecha, y en el 

que la parte Recurrente manifestó en el rubro de razón de la interposición, lo 

siguiente: 

 

“Porque se obliga a acudir a las oficinas de la junta local, y al no encontrarse radicando 

en la ciudad, implica un gasto que no es necesario y esto se realiza con la finalidad de 

no otorgar la información. Motivo por el cual, se solicitó la entrega vía Pnt. además, 

existe la posibilidad de reducir el tamaño del archivo, desde la opción que incluye el 

adobe o similares, incluso de uso gratuito en internet; escanear el archivo solo en 

blanco y negro; subirlo a la nube y compartir el link por Pnt., etc.” (Sic) 

 

 

Cuarto.  Admisión del Recurso de Revisión. 

Mediante proveído de fecha treinta de mayo del año dos mil veintitrés, en términos 

de lo dispuesto por los artículos 1, 2, 3, 137 fracción VII, 139 fracción I, 140 y 150 

de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno del 

Estado de Oaxaca, el Maestro José Luis Echeverría Morales, Comisionado de este 

Órgano Garante  de Acceso a la Información Pública, Transparencia, Protección de 

Datos Personales y Buen Gobierno del Estado de Oaxaca,  a quien por turno le 

correspondió conocer el presente asunto, tuvo por admitido el Recurso de Revisión 

radicado bajo el rubro R.R.A.I. 0591/2023/SICOM, ordenando integrar el expediente 

respectivo, mismo que puso a disposición de las partes para que en el plazo de siete 

En atención  a la solicitud que fue presentada en la Plataforma Nacional  de 

Transparencia (PNT) con  número de folio 201188823000014,  de fecha  veintinueve de abril  

del año en curso, solicitando ínforrnacíón sobre: " . . . Solicito copia digital, completa, íntegra, en 

versión pública del laudo 
de 20 de marzo de 2015 , dictado en el expediente 566/2014 (4) de la junta especial cuatro .. . ". 

 

 
 

A dicha solicitud le dio respuesta la Lic. Valeria A. López López,  Secretaria General de 

esta dependencia de la siguiente manera:  " . . . Se le otorga una copia en versión pública del  

laudo que solicita . . . " y se hace de su conocimiento  que tendrá que pasar a la Junta Local  

en el área de Presidencia y por dicho laudo toda vez que es muy grande y no se puede 

adjuntar escaneado a la 

página de Transparencia.  (PNT). 
 

 
 

Sin más por el momento,  le envío un cordial saludo. 
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días hábiles contados a partir del día hábil siguiente a aquel en el que se les 

notificara dicho acuerdo, realizaran manifestaciones, ofrecieran pruebas y 

formularan alegatos.  

 

Quinto. Alegatos del Sujeto Obligado. 

Por acuerdo de fecha quince de junio del año dos mil veintitrés, el Comisionado 

Instructor tuvo al Sujeto Obligado formulando alegatos mediante oficio número 

064/2023, suscrito por la Lic. Ana Cecilia Chávez Pérez, Responsable de la Unidad 

de Transparencia, en los siguientes términos: 

 

 “En atención al Recurso de Revisión de número R.R.A.1./0591/2023/SICOM, de fecha 

veintinueve de mayo de dos mil veintitrés, en materia de Acceso  a la Información 

Pública interpuesto por el ****** ******** *******, en  donde solicitó con  número de  folio  

201188823000014  en la Plataforma Nacional de Transparencia a este Sujeto Obligado 

(Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Estado); " ... Solicito copia digital, completa, 

íntegra, en versión pública del laudo de 20 de marzo de 2015, dictado en el expediente  

566/2014 (4) de  la junta especial cuatro ... ",   se le comenta al recurrente que toda vez 

que la solicitud no menciona que se encuentre fuera de la ciudad de Oaxaca y debido 

a que el archivo del laudo a nivel electrónico es grande y la plataforma PNT no acepta 

más que 20MB en cualquier tipo de archivo, se le menciono que pasara a esta 

dependencia,  NO se le ha negado la información en ningún momento.   Finalmente, 

se anexa a este escrito y a través de la plataforma como lo indica el recurrente el 

archivo del laudo que solícita.” (Sic) 

 

 

Adjuntando copia en versión pública de Laudo del expediente 566/2014 (4), de 

fecha dieciséis de agosto de dos mil dieciséis. 

Así mismo, con fundamento en los artículos 93 fracción IV inciso a) y 147 fracción 

III, de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno 

del Estado de Oaxaca, el Comisionado Instructor ordenó poner a vista del 

Recurrente los alegatos formulados por el Sujeto Obligado, a efecto de que 

manifestara lo que a sus derechos conviniera. 

  

Sexto. Cierre de Instrucción. 

Mediante acuerdo de fecha diez de julio del año dos mil veintitrés, el Comisionado 

Instructor tuvo por precluido el derecho de la parte Recurrente para manifestar lo 

que a su derecho conviniera respecto de los alegatos del Sujeto Obligado, sin que 

la parte Recurrente realizara manifestación alguna,  por lo que con fundamento en 

los artículos 93 fracción IV inciso d, 97 fracción VII y 147 fracción VII, de la Ley de 

Nombre del 

Recurrente, 

artículo 116 de la 

LGTAIP. 
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Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno del Estado de 

Oaxaca, al no haber existido requerimientos, diligencias o trámites pendientes por 

desahogar en el expediente, declaró cerrado el periodo de instrucción, ordenándose 

elaborar el proyecto de Resolución correspondiente, y, 

 

                                                       C o n s i d e r a n d o: 

 

Primero. Competencia. 

Este Órgano Garante de Acceso a la Información Pública, Transparencia, 

Protección de Datos Personales y Buen Gobierno del Estado de Oaxaca, es 

competente para conocer y resolver el recurso de revisión que nos ocupa, 

garantizar, promover y difundir el derecho de acceso a la información pública, 

resolver sobre la negativa o defecto en las respuestas a las solicitudes de acceso a 

la información pública, así como suplir las deficiencias en los recursos interpuestos 

por los particulares, lo anterior en términos de lo dispuesto en los artículos 6 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 13 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos; 19 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos; 3 y 114, Apartado C de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Oaxaca; Transitorio Tercero de la Ley de Transparencia, Acceso a 

la Información Pública y Buen Gobierno del Estado de Oaxaca; 5 fracción XXV, 8 

fracciones IV, V y VI, del Reglamento Interno y 8 fracción III del Reglamento del 

Recurso de Revisión, ambos del Órgano Garante de Acceso a la Información 

Pública, Transparencia, Protección de Datos Personales y Buen Gobierno del 

Estado de Oaxaca; mediante Decreto 2473, publicado en el Periódico Oficial del 

Gobierno del Estado de Oaxaca, el día uno de junio del año dos mil veintiuno y 

Decreto número 2582, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 

Oaxaca, el día cuatro de septiembre del año dos mil veintiuno, emitidos por la 

Sexagésima Cuarta Legislatura Constitucional del Estado Libre y Soberano de 

Oaxaca. 

 
 
Segundo. Legitimación. 

El recurso de revisión se hizo valer por la parte recurrente, quien presentó solicitud 

de información al sujeto obligado, el día dos de mayo del año dos mil veintitrés, 

interponiendo medio de impugnación el día veintinueve del mismo mes y año, por 

lo que el recurso de revisión se presentó en tiempo por parte legitimada de acuerdo 
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a lo dispuesto en el artículo 139 fracción I, de la Ley de Transparencia, Acceso a la 

Información y Buen Gobierno del Estado de Oaxaca. 

 
Tercero. Causales de Improcedencia.  

El estudio de las causales de improcedencia que se haga valer por las partes o que 

se advierta de oficio por este Órgano Garante debe ser objeto de análisis previo al 

estudio de fondo del asunto ya que el estudio de los presupuestos procesales sobre 

el inicio o tramite de un proceso genera eficacia jurídica de las resoluciones, más 

aún que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia la cual 

impide su estudio y resolución cuando una vez admitido el recurso de revisión se 

advierta una causa de improcedencia que permita sobreseer el recurso de revisión 

sin estudiar el fondo del asunto; circunstancias anteriores que no son incompatibles 

con el derecho de acceso a la justicia, ya que este no se coarta por regular causas 

de improcedencia o sobreseimiento  con tales fines. 

 

Al respecto resulta aplicable por analogía el criterio emitido por el Poder Judicial de 

la Federación de rubro y contenido siguiente. 

Época: Décima Época  
Registro: 2000365  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  
Libro VI, Marzo de 2012, Tomo 2  
Materia(s): Constitucional  
Tesis: XVI.1o.A.T.2 K (10a.)  

Página: 1167  
 
IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS 
PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, 
RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA 
CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. Del examen de 
compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho 
interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en 
dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar 
el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de 
condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en 
sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad 
de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser 
irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios 
y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una 
eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en 
conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su 
esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su 
aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las 
indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado 
precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos 
fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO 
CIRCUITO. 

 
Amparo en revisión 443/2011. Marcos Adán Uribe Bañales. 28 de octubre de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Jesús de Ávila Huerta. Secretario: Rogelio Zamora Menchaca. 
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Amparo en revisión 526/2011. Juan Valencia Fernández. 4 de noviembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: 

Ariel Alberto Rojas Caballero. Secretaria: Silvia Vidal Vidal. 

 

 

Del análisis realizado se tiene que en el presente Recurso de Revisión no se 

actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en 

los artículos 154 y 155 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública 

y Buen Gobierno del Estado de Oaxaca, por lo que es procedente entrar al estudio 

de fondo.   

 

Cuarto. Estudio de Fondo 

Derivado de la inconformidad señalada por la parte Recurrente, el medio de 

impugnación se encuadró en lo previsto por la fracción V del artículo 137 de la Ley 

de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno del Estado de 

Oaxaca, esto es, en una modalidad distinta a la requerida. Ahora bien, el sujeto 

obligado proporcionó en alegatos la información solicitada, sin embargo, aun 

cuando se proporcionó la misma, es necesario establecer si la versión pública del 

documento cumple con los requisitos establecidos por la normatividad de la materia, 

por lo que la Litis en el presente caso consistirá además de la entrega de la 

información en una modalidad distinta a la solicitada, en la fundamentación y 

motivación en la respuesta.  

 

Primeramente es necesario señalar que el artículo 6o. de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos,  establece: 

 

“Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida  privada  o  los derechos  
 
de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será 
ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado 
por el Estado.  
 
Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a 
buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de 
expresión. 

…”  
 

La información pública, se puede decir que es todo conjunto de datos, documentos, 

archivos, etc., derivado del ejercicio de una función pública o por financiamiento 

público, en poder y bajo control de los entes públicos o privados, y que se encuentra 

disponible a los particulares para su consulta. La información privada es inviolable 

y es materia de otro derecho del individuo que es el de la privacidad, compete sólo 
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al que la produce o la posee. No se puede acceder a la información privada de 

alguien si no mediare una orden judicial que así lo ordene, en cambio, la información 

pública está al acceso de todos.  

 

Así, como se estableció anteriormente, el artículo 6, Apartado A, fracción I, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece: 

 

“Artículo 6.- La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición 

judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o 

los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el 

derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a 

la información será garantizado por el Estado. 

Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así 

como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier 

medio de expresión. 

El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y 

comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, 

incluido el de banda ancha e internet. Para tales efectos, el Estado establecerá 

condiciones de competencia en la prestación de dichos servicios. 

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente: 

A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las 

entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se 

regirán por los siguientes principios y bases: 

 
I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y 

organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos 

autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de 

cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos 

públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, 

es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés 

público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la 

interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima 

publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive 

del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará 

los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de 

inexistencia de la información”.              

 

 

Así entonces, para que sea procedente otorgar información por medio del ejercicio 

del derecho de acceso a la información pública, conforme a lo establecido en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 6, Apartado 

A, fracción I, es requisito primordial que la misma obre en poder del sujeto obligado, 

atendiendo a la premisa que la información pública es aquella que se encuentra en 

posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes 
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ejecutivo, legislativo y judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos 

y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que 

reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, 

estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por 

razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes, 

por lo tanto, para atribuirle la información a un sujeto obligado es requisito que dicha 

información haya sido generada u obtenida conforme a las funciones legales que 

su normatividad y demás ordenamientos le confieran.  

 

Conforme a lo anterior, se observa que la parte Recurrente requirió al Sujeto 

Obligado, copia digital completa, íntegra, en versión pública del laudo de 20 de 

marzo de 2015, dictado en el expediente 566/2014 (4) de la junta especial cuatro, 

dando respuesta el sujeto obligado a través de su Unidad de Transparencia en el 

sentido de poner a disposición en sus oficinas el laudo referido en virtud de no poder 

adjuntarse escaneado a la página de transparencia. 

Así, primeramente, debe decirse que la información solicitada se refiere a aquella 

que los sujetos obligados competentes deben poner a disposición del público sin 

que medie solicitud de por medio, prevista por el artículo 70 fracción XXXVI, de la 

Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública: 

 

“Artículo 70. En la Ley Federal y de las Entidades Federativas se contemplará que los 

sujetos obligados pongan a disposición del público y mantengan actualizada, en los 

respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, 

funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los 

temas, documentos y políticas que a continuación se señalan: 

… 

XXXVI. Las resoluciones y laudos que se emitan en procesos o procedimientos 

seguidos en forma de juicio;” 

 

Ahora bien, en vía de alegatos, el sujeto obligado remitió copia del laudo requerido 

en versión pública, por lo que a efecto de garantizar el derecho de acceso a la 

información pública del Recurrente,  mediante acuerdo de fecha quince de junio del 

año en curso, el Comisionado Instructor ordenó remitir la información a la parte 

Recurrente a efecto de que en un plazo de tres días hábiles contados al día siguiente 

de la notificación efectuada, manifestara lo que sus derechos conviniera, sin que la 

parte Recurrente realizara manifestación alguna. 
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En este sentido, se tiene que el sujeto obligado proporcionó copia en versión púbica 

de laudo requerido por la parte Recurrente, y si bien se observa que la fecha no 

coincide con la establecida en el laudo, lo cierto es que corresponde al número de 

expediente y al numero de la junta referida.  

Ahora bien, no debe dejar de observarse que conforme al artículo 12 de la Ley 

General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, toda la información 

pública generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos 

obligados es pública y será accesible a cualquier persona, para lo que se deberán 

habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles en los términos y 

condiciones que establezca la Ley: 

“Artículo 12. Toda la información pública generada, obtenida, adquirida, transformada 

o en posesión de los sujetos obligados es pública y será accesible a cualquier persona, 

para lo que se deberán habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles en 

los términos y condiciones que establezca esta Ley, la Ley Federal y las 

correspondientes de las Entidades Federativas, así como demás normas aplicables.” 

 

En relación con lo anterior, el artículo 111 de la citada Ley, prevé la elaboración de 

versiones públicas: 

“Artículo 111. Cuando un Documento contenga partes o secciones reservadas o 

confidenciales, los sujetos obligados, para efectos de atender una solicitud de 

información, deberán elaborar una Versión Pública en la que se testen las partes o 

secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y 

motivando su clasificación.” 

 

De esta manera, la Ley de la materia prevé que cuando algún documento contenga 

partes o secciones confidenciales, para efectos de cumplir con el derecho de acceso 

a la información pública, se podrá elaborar versiones públicas de los documentos, 

en la que se testen los datos que deban ser protegidos de conformidad con la ley 

de la materia. 

Al respecto, el artículo 61 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información 

Púbica y Buen Gobierno del Estado de Oaxaca, establece qué información se 

considera confidencial: 

“Artículo 61. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales es 

confidencial y mantendrá ese carácter de manera indefinida y sólo podrán tener acceso 

a ella los titulares de la misma, o sus representantes legales, y los servidores públicos 

que requieran conocerla para el debido ejercicio de sus funciones. 
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Los sujetos obligados deberán tomar las medidas pertinentes para proteger la 

información que refiere a la vida privada y los datos personales de menores de edad 

que obren en sus archivos.” 

 

A su vez, el artículo 6 fracción VII, de la Ley anteriormente citada, establece qué son 

los datos personales: 

“Artículo 6. Además de las definiciones contenidas en el artículo 3 de la Ley General 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública, para efectos de esta Ley, se 

entenderá por: 

… 

VII. Datos Personales: Toda información numérica, alfabética, gráfica, fotográfica, 

acústica o de cualquier otro tipo concerniente a una persona física, identificada o 

identificable, entre otra, la relativa a su origen étnico o racial, o que esté referida a las 

características físicas, morales o emocionales, a su vida afectiva y familiar, domicilio, 

número telefónico, patrimonio, ideología y opiniones políticas, creencias o convicciones 

religiosas, o filosóficas, los estados de salud físicos o mentales y las preferencias 

sexuales;” 

 

Conforme a lo anterior, el Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, 

Acceso a la Información Pública  y Protección de Datos Personales, emitió los 

Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la 

Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, con el objeto de 

establecer los criterios con base en los cuales los sujetos obligados clasificarán 

como reservada o confidencial la información que posean, desclasificarán y 

generarán, en su caso, versiones públicas de expedientes o documentos que 

contengan partes o secciones clasificadas. 

De esta manera, el artículo Octavo de los citados lineamientos establece: 

“Octavo. Para fundar la clasificación de la información se debe señalar el artículo, 

fracción, inciso, párrafo o numeral de la ley o tratado internacional suscrito por el Estado 

mexicano que expresamente le otorga el carácter de reservada o confidencial.  

Para motivar la clasificación se deberán señalar las razones o circunstancias 

especiales que lo llevaron a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto 

previsto por la norma legal invocada como fundamento.  

En caso de referirse a información reservada, la motivación de la clasificación deberá 

comprender el análisis de la prueba del daño a que hace referencia el artículo 104 de 

la Ley General, en relación con el artículo trigésimo tercero de los presentes 

lineamientos, así como las circunstancias que justifican el establecimiento de 

determinado plazo de reserva.” 
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Así mismo, la fracción I del artículo Trigésimo octavo de los citados lineamientos, 

establecen la información que es susceptible de clasificarse como confidencial: 

“Trigésimo octavo. Se considera susceptible de clasificarse como información 

confidencial:  

I. Los datos personales, entendidos como cualquier información concerniente a una 

persona física identificada o identificable, en términos de la norma aplicable que, de 

manera enunciativa más no limitativa, se pueden identificar de acuerdo a las siguientes 

categorías:  

1. Datos identificativos: El nombre, alias, pseudónimo, domicilio, código postal, teléfono 

particular, sexo, estado civil, teléfono celular, firma, clave de Registro Federal de 

Contribuyentes (RFC), Clave Única de Registro de Población (CURP), Clave de 

Elector, Matrícula del Servicio Militar Nacional, número de pasaporte, lugar y fecha de 

nacimiento, nacionalidad, edad, fotografía, localidad y sección electoral, y análogos. 

2. Datos de origen: Origen, etnia, raza, color de piel, color de ojos, color y tipo de 

cabello, estatura, complexión, y análogos. 

3. Datos ideológicos: Ideologías, creencias, opinión política, afiliación política, opinión 

pública, afiliación sindical, religión, convicción filosófica y análogos. 

4. Datos sobre la salud: El expediente clínico de cualquier atención médica, historial 

médico, referencias o descripción de sintomatologías, detección de enfermedades, 

incapacidades médicas, discapacidades, intervenciones quirúrgicas, vacunas, 

consumo de estupefacientes, uso de aparatos oftalmológicos, ortopédicos, auditivos, 

prótesis, estado físico o mental de la persona, así como la información sobre la vida 

sexual, y análogos.  

5. Datos Laborales: Número de seguridad social, documentos de reclutamiento o 

selección, nombramiento, incidencia, capacitación, actividades extracurriculares, 

referencias laborales, referencias personales, solicitud de empleo, hoja de servicio, y 

análogos. 

6. Datos patrimoniales: Bienes muebles e inmuebles de su propiedad, información 

fiscal, historial crediticio, ingresos y egresos, número de cuenta bancaria y/o CLABE 

interbancaria de personas físicas y morales privadas, inversiones, seguros, fianzas, 

servicios contratados, referencias personales, beneficiarios, dependientes 

económicos, decisiones patrimoniales y análogos. 

7. Datos sobre situación jurídica o legal: La información relativa a una persona que se 

encuentre o haya sido sujeta a un procedimiento administrativo seguido en forma de 

juicio o jurisdiccional en materia laboral, civil, penal, fiscal, administrativa o de cualquier 

otra rama del Derecho, y análogos;  

8. Datos académicos: Trayectoria educativa, avances de créditos, tipos de exámenes, 

promedio, calificaciones, títulos, cédula profesional, certificados, reconocimientos y 

análogos.  

9. Datos de tránsito y movimientos migratorios: Información relativa al tránsito de las 

personas dentro y fuera del país, así como información migratoria, cédula migratoria, 

visa, pasaporte.  

10. Datos electrónicos: Firma electrónica, dirección e correo electrónico, código QR.  

11. Datos biométricos: Huella dactilar, reconocimiento facial, reconocimiento de iris, 

reconocimiento de la geometría de la mano, reconocimiento vascular, reconocimiento 
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de escritura, reconocimiento de voz, reconocimiento de escritura de teclado y 

análogos.” 

 

Es así que, la versión pública debe estar debidamente fundada y motivada, 

exponiendo los fundamentos y razonamientos que llevaron al sujeto obligado a 

testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que de no hacerlo, 

se entenderá que lo entregado no tendría un sustento jurídico ni resultaría ser una 

versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada, lo 

anterior, toda vez que el no justificar las causas o motivos por las que no se aprecian 

determinados datos, ya sean porque se testan o suprimen, dejan al solicitante en 

estado de incertidumbre, al no conocer o comprender por qué estos no aparecen en 

la documentación correspondiente. 

En relación con lo anterior, el artículo Quincuagésimo de los lineamientos en 

estudio, señala que los sujetos obligados podrán establecer sus propios modelos o 

formatos para la elaboración de versiones públicas de documentos o expedientes, 

siempre y cuando cumplan lo establecido en los Lineamientos y leyes 

correspondientes: 

“Quincuagésimo. los titulares de las áreas de los sujetos obligados podrán establecer 

sus propios modelos o formatos para la elaboración de versiones públicas de 

documentos o expedientes, siempre y cuando cumplan lo establecido en los presentes 

Lineamientos, así como en las correspondientes Leyes Generales.” 

 

En este tenor, se tiene que la versión pública proporcionada por el sujeto obligado 

no contiene la debida fundamentación ni motivación, además de no estar 

confirmada por su Comité de Transparencia, pues es necesario que sea confirmada 

por dicho Comité, tal como lo establece el artículo Quincuagésimo primero de los 

lineamientos:  

“Quincuagésimo primero. Toda acta del Comité de Transparencia deberá contener: 

… 

En los casos de resoluciones del Comité de Transparencia en las que se confirme la 

clasificación de información confidencial solo se deberán de identificar los tipos de 

datos protegidos, de conformidad con el lineamiento trigésimo octavo.” 
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En este sentido, se observa que el sujeto obligado remitió copia del laudo requerido 

testando diversos datos, sin establecer sobre qué datos se refieren y si 

corresponden a los referidos en la fracción I del artículo Trigésimo octavo de los  

lineamientos anteriormente citados. 

Ahora, si bien los nombres de las partes en el juicio podrían considerarse como 

información confidencial, ya que permite identificar a los actores que presentaron 

una demanda laboral y participan en un juicio, lo cual constituye una decisión 

personal que refleja un acto de voluntad de quien lo realiza, sin embargo,  en  caso 

de  que  se haya condenado a una dependencia o entidad al pago de las 

prestaciones económicas reclamadas o la reinstalación del servidor público, en 

virtud de que el cumplimiento de dicho fallo se realiza necesariamente con 

recursos públicos a cargo del presupuesto del sujeto obligado, dichos datos deben 

de ser públicos, pues ello permite transparentar la gestión pública y favorecer la 

rendición de cuentas a los ciudadanos, ya que se refiere al ejercicio de los recursos 

públicos y al cumplimiento que se da a las resoluciones emitidas por alguna 

autoridad jurisdiccional encargada de dirimir conflictos laborales, tal como lo 

establece el criterio de interpretación para sujetos obligados número SO/019/2013, 

emitido por el Consejo General del entonces Instituto Federal de Transparencia, 

Acceso a la Información y Protección de Datos Perdónales:  

 

“Nombre de actores en juicios laborales constituye, en principio, información 
confidencial. El nombre es un atributo de la personalidad y la manifestación principal 
del derecho a la identidad, en razón de que por sí mismo permite identificar a una 
persona física. Por lo que respecta al nombre de las personas que han entablado un 
juicio laboral, éste permite identificar a los actores que presentaron una demanda 
laboral y participan en un juicio, lo cual constituye una decisión personal que refleja un 
acto de voluntad de quien lo realiza. En efecto, las acciones legales que emprenden 
los actores en el ejercicio de sus derechos laborales hacen evidente la posición jurídica 
en la cual se han colocado por decisión propia, con relación a determinados órganos 
de gobierno, para la obtención de algunas prestaciones laborales o económicas, lo cual 
constituye cuestiones de carácter estrictamente privado. En este tenor, el nombre de 
los actores de los juicios laborales que se encuentran en trámite o que, en su defecto, 
concluyeron con la emisión de un laudo desfavorable a los intereses personales del 
actor constituye información confidencial, conforme a lo dispuesto en el artículo 18, 
fracción II de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental. No obstante, procede la entrega del nombre de los actores en juicios 
laborales cuando, en definitiva, se haya condenado a una dependencia o entidad al 
pago de las prestaciones económicas reclamadas o la reinstalación del servidor 
público, en virtud de que el cumplimiento de dicho fallo se realiza necesariamente 
con recursos públicos a cargo del presupuesto del sujeto obligado, lo cual permite por 
una parte, dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia contenidas en el 
artículo 7, fracciones III, IV, IX y XVII de la Ley y, por la otra, transparenta la gestión 
pública y favorece la rendición de cuentas a los ciudadanos, ya que se refiere al 
ejercicio de los recursos públicos y al cumplimiento que se da a las resoluciones 
emitidas por alguna autoridad jurisdiccional encargada de dirimir conflictos laborales. 
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Precedentes: 

• Acceso a la información pública. RDA 4196/12. Sesión del 16 de enero de 2013. Votación 

por unanimidad. Sin votos disidentes o particulares. Secretaría de Desarrollo Agrario, 

Territorial y Urbano. Comisionada Ponente María Elena Pérez-Jaén Zermeño. 

• Acceso a la información pública. RDA 4601/12. Sesión del 06 de febrero de 2013. Votación 

por unanimidad. Sin votos disidentes o particulares. Comisión Nacional Forestal. 

Comisionada Ponente María Elena Pérez-Jaén Zermeño. 

• Acceso a la información pública. RDA 4098/12. Sesión del 20 de febrero de 2013. Votación 

por unanimidad. Con voto particular de la Comisionada Sigrid Arzt Colunga. Procuraduría 

Federal del Consumidor. Comisionado Ponente Ángel Trinidad Zaldívar. 

• Acceso a la información pública. RDA 4145/12. Sesión del 03 de abril de 2013. Votación 

por unanimidad. Sin votos disidentes o particulares. Comisión Nacional Forestal. 
Comisionado Ponente Gerardo Laveaga Rendón. 

• Acceso a la información pública. RDA 933/13. Sesión del 02 de mayo de 2013. Votación 
por mayoría. Con votos disidentes de la Comisionada Jacqueline Peschard Mariscal y del 
Comisionado Ángel Trinidad Zaldívar, y voto particular de la Comisionada Sigrid Arzt 
Colunga. Instituto Mexicano del Seguro Social. Comisionada Ponente María Elena Pérez-
Jaén Zermeño.” 

 

 

De esta manera, del laudo proporcionado se desprende que se trata de un 

organismo del poder ejecutivo, es decir, una dependencia pública y por consiguiente 

recibe recurso público, así mismo, la dependencia o entidad fue condenada al pago 

de ciertas prestaciones, por lo que en tal caso resulta necesario que  se haga público 

el nombre de las partes conforme al criterio anteriormente reproducido, por lo que 

en la versión pública no es procedente el testar dichos datos. 

 

En razón de lo anterior, si bien el sujeto obligado proporcionó versión pública del 

laudo requerido, se determina que el documento otorgado causa agravio a la parte 

Recurrente, pues restringe el derecho de acceso a la información pública, dejándola 

en estado de incertidumbre al no permitirle obtener la información requerida de 

conformidad con lo establecido por la Ley de la materia.   

 

En tal virtud, es procedente ordenar al Sujeto Obligado a que modifique su 

respuesta y proporcione de manera electrónica la versión pública del laudo 

requerido por la parte Recurrente en la solicitud de información, apegado a lo 

previsto por la normatividad de la materia, es decir fundando y motivando la 

clasificación, para lo cual además debe de testar únicamente los datos considerados 

como confidenciales de conformidad con la fracción I del artículo Trigésimo octavo 

de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la 

Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas. 
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Así mismo, dicha versión pública deber ser confirmada por su Comité de 

Transparencia. 

Quinto. Decisión. 

Por todo lo anteriormente expuesto, con fundamento en lo previsto por el  artículo  

152 fracción III, de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 

Gobierno del Estado de Oaxaca,  y motivado en las consideraciones establecidas 

en el Considerando Cuarto de esta Resolución, este Consejo General considera 

fundado el motivo de inconformidad expresado por la parte Recurrente, en 

consecuencia, se ordena al sujeto obligado modificar su respuesta a efecto de que  

proporcione de manera electrónica la versión pública del laudo requerido, apegado 

a lo previsto por la normatividad de la materia, es decir fundando y motivando la 

clasificación, para lo cual además debe de testar únicamente los datos considerados 

como confidenciales de conformidad con la fracción I del artículo Trigésimo octavo 

de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la 

Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas. 

Así mismo, dicha versión pública deber ser confirmada por su Comité de 

Transparencia, proporcionando copia del documento elaborado por dicho Comité. 

 

Sexto. Plazo para el Cumplimiento. 

Esta resolución deberá ser cumplida por el sujeto obligado dentro de un término no 

mayor a diez días hábiles, contados a partir del día en que surta efectos su 

notificación, conforme a lo dispuesto por los artículos 151, 153 fracción IV y 156 

de l a  Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno del 

Estado de Oaxaca. Así mismo, con fundamento en el artículo 157 de la Ley en cita, 

dentro de los tres días            hábiles siguientes a aquél en que dé cumplimiento a ésta, 

deberá informar a este Órgano Garante sobre ese acto, exhibiendo las constancias 

que lo acredite. 

 

Séptimo. Medidas para el cumplimiento.  

Para el caso de incumplimiento a la presente Resolución por parte del Sujeto 

Obligado dentro de los plazos establecidos, se faculta a la Secretaría General de 

Acuerdos para que conmine su cumplimiento en términos de los artículos 157 tercer 

párrafo, de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 

Gobierno del Estado de Oaxaca; y el artículo 54 del Reglamento del Recurso de 

Revisión vigente para este Órgano Garante; apercibido de que en caso de persistir 
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el incumplimiento se aplicarán las medidas previstas en los artículos 166 y 167 de 

la misma Ley; para el caso en que agotadas las medidas de apremio persista el 

incumplimiento a la presente resolución, se estará a lo establecido en los artículos 

175 y 178 de la Ley de Transparencia local. 

 

Octavo. Protección de Datos Personales. 

Para el caso de que la información que se ordenó entregar contenga datos 

personales que para su divulgación necesiten el consentimiento de su titular, el 

Sujeto   Obligado    deberá    adoptar   las    medidas   necesarias   a   efecto    de 

salvaguardarlos, en términos de lo dispuesto por los artículos 6, 11, 13 y 24 de la 

Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Oaxaca.   

 

Noveno. Versión Pública.  

En virtud de que en las actuaciones del presente Recurso de Revisión no obra 

constancia alguna en la que conste el consentimiento del Recurrente para hacer 

públicos sus datos personales, hágase de su conocimiento, que una vez que cause 

ejecutoria la presente Resolución, estará a disposición del público el expediente   

para   su  consulta   cuando  lo   soliciten  y   de  conformidad  con   el procedimiento 

de acceso a la información establecido en la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Oaxaca, para lo cual deberán generarse 

versiones públicas de las constancias a las cuales se otorgue acceso en términos 

de lo dispuesto por los artículos 111 de la Ley General de Acceso a la Información 

Pública, y 6, 11, 13 y 24 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión 

de Sujetos Obligados del Estado de Oaxaca.   

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado se: 

 

 

R E S U E L V E: 

 

Primero. Este Consejo General del Órgano Garante de Acceso a la Información 

Pública, Transparencia, Protección de Datos Personales y Buen Gobierno del 

Estado de Oaxaca, es competente para conocer y resolver el Recurso de Revisión 

que nos ocupa, en términos del Considerando Primero de esta Resolución. 
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Segundo. Con fundamento en lo previsto por el artículo 152 fracción III, de la Ley 

de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno del Estado de 

Oaxaca, se declara fundado el motivo de inconformidad expresado por el 

Recurrente, en consecuencia, se ordena al sujeto obligado modificar la respuesta 

y que proporcione la información solicitada en los términos establecidos en el 

Considerando Quinto de esta Resolución. 

Tercero. Esta resolución deberá ser cumplida por el sujeto obligado dentro de un 

término no mayor a diez días hábiles, contados a partir del día en que surta efectos 

su notificación, conforme a lo dispuesto por los artículos 151, 153 fracción IV y 

156 de l a  Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno 

del Estado de Oaxaca.  

Cuarto. Así mismo, con fundamento en el artículo 157 de la Ley en cita, dentro de 

los tres días            hábiles siguientes a aquél en que dé cumplimiento a ésta, deberá 

informar a este Órgano Garante sobre ese acto, exhibiendo las constancias que lo 

acredite, apercibido que en caso de no hacerlo, se promoverá la aplicación de las 

sanciones y responsabilidades a que haya lugar conforme a las Leyes aplicables.   

Quinto. Para el caso de incumplimiento a la presente Resolución por parte del 

Sujeto Obligado dentro de los plazos establecidos, se faculta a la Secretaría General 

de Acuerdos para que conmine su cumplimiento en términos de los artículos 157 

tercer párrafo, de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 

Gobierno del Estado de Oaxaca; y el artículo 54 del Reglamento del Recurso de 

Revisión vigente para este Órgano Garante; apercibido de que en caso de persistir 

el incumplimiento se aplicarán las medidas previstas en los artículos 166 y 167 de 

la misma Ley; para el caso en que agotadas las medidas de apremio persista el 

incumplimiento a la presente resolución, se estará a lo establecido en los artículos 

175 y 178 de la Ley de Transparencia local. 

 

Sexto. Protéjanse los datos personales en términos de los Considerandos Octavo 

y Noveno de la presente Resolución.  

 

Séptimo. Notifíquese la presente Resolución al Recurrente y al Sujeto Obligado.  
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Octavo. Una vez cumplida la presente Resolución, archívese como asunto total y 

definitivamente concluido. 

 

Así lo resolvieron las y los integrantes del Consejo General del Órgano Garante de 

Acceso a la Información Pública, Transparencia, Protección de Datos Personales y 

Buen Gobierno del Estado de Oaxaca, asistidos del Secretario General de 

Acuerdos, quien autoriza y da fe. Conste. 

 

 

Comisionado Presidente 
 
 

____________________________ 
Lic. Josué Solana Salmorán 

 
 
 
 
 
 
 

 
Comisionada 

 
 

____________________________ 
Licda. Claudia Ivette Soto Pineda 

 
 
 
 
 
 
 
 

Comisionada 
 
 

___________________________ 
Licda. María Tanivet Ramos Reyes 

 
Comisionada 

 
 

____________________________ 
Licda. Xóchitl Elizabeth Méndez 

Sánchez 

 
Comisionado 

 
 

____________________________ 
Mtro. José Luis Echeverría Morales 
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Secretario General de Acuerdos 
 
 

____________________________ 
Lic. Luis Alberto Pavón Mercado 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Las presentes firmas corresponden a la Resolución del Recurso de Revisión R.R.A.I./0591/2023/SICOM.   

 
 

 

 

 

 

 


